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SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
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 TOCA 28/2023-1

EXP. 347/2022-2

	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2023/SS-1.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2022/2.

	ACTOR: **********

	AUTORIDADES DEMANDADAS: 1)  COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DE SAN LUIS POTOSÍ Y 2)  COMISIONADO DE LA MISMA. 
MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, nueve de octubre de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el once de abril de dos mil veintitrés por **********, en su carácter de Comisionado Ejecutivo y Titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas de San Luis Potosí, en contra de la resolución de uno de febrero de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo estatal 347/2022/2; turnado a ésta Sala Superior el veinte siguiente, mediante el oficio **********, signado por la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad lisa y llana de la resolución de fecha veinticinco de febrero de dos mil veintidós; por lo que se le deja sin efecto legal alguno, ello de acuerdo con los fundamentos, motivos y para los efectos, expuestos en el Considerando Sexto de esta sentencia.

 […]”

II.- Inconforme con la referida determinación, **********, en su carácter de Comisionado Ejecutivo y Titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas de San Luis Potosí, autoridad demandada, interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el once de abril de dos mil veintitrés, en la oficialía de partes de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el veinte siguiente; atendiendo a que por auto de trece del mismo mes y año, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, la Magistrada de la Segunda Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2022/2.

III.- Por acuerdo de veinticinco de abril de dos mil veintitrés
, se admitió a trámite el recurso de apelación, planteado por **********, en su carácter de Comisionado Ejecutivo y Titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas de San Luis Potosí, autoridad demandada; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la parte actora **********, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de quince de abril de dos mil veintitrés
 se certificó que la parte actora no desahogó la vista en el término otorgado en el auto de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la autoridad demandada; y visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer de los recursos de apelación, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 9 fracción II, 23 fracción V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152, último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una resolución definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de éste Tribunal.

SEGUNDO. Materia de la Apelación. A efecto de establecer como se integra la Litis en segunda instancia, se considera necesario la transcripción de los artículos 152, 153 y 156, todos del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos: 

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia; 

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; 

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingreso s estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a: 

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación. 

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones. 

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación. 

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre. 

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”
“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
. 

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento de juicio que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas. 

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. 

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes. 

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”
Ahora bien, de la interpretación de los preceptos legales transcritos, se determina que la litis en segunda instancia se integra con la resolución definitiva, emitida por alguna Sala Unitaria, según sea el caso y con los agravios expresados por el apelante.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156
, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal. 

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de **********, en su carácter de Comisionado Ejecutivo y Titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas de San Luis Potosí, personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en auto de doce de agosto de dos mil veintidós
, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 220, del Código Procesal Administrativo de este Estado.
CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el artículo 153, primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,
 toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada el quince de marzo de dos mil veintitrés, por lo que dicha notificación surtió efectos el veintiuno siguiente, de manera que el plazo de interposición transcurrió del veintidós de marzo al catorce de abril del año que transcurre; siendo que en ese lapso no deben contarse los días dieciocho, diecinueve, veinticinco y veintiséis de marzo, uno, dos, ocho y nueve de abril del propio año, por ser inhábiles, así como el veinte de marzo, cinco, seis y siete de abril del presente año, en que se suspendieron las labores de este Tribunal, por Acuerdo General de Pleno que aprobó el calendario oficial de labores del año dos mil veintitrés para este órgano jurisdiccional; por lo que, si el recurso de apelación se presentó el once de abril del año actual, se patentiza se interpuso con la debida oportunidad.

QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el recurso en cuestión cumple con el requisito de procedencia, por ser de una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala Superior procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por **********, en su carácter de Comisionado Ejecutivo y Titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas de San Luis Potosí, autoridad demandada, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“Artículo 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales y resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado.

En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en sentencia de uno de febrero de dos mil veintitrés,
 se declaró la nulidad lisa y llana de la resolución de veinticinco de febrero de dos mil veintidós, en la cual se decretó improcedente la reclamación de responsabilidad patrimonial de la parte actora **********; toda vez que la A quo estableció que las autoridades demandadas contravinieron lo dispuesto por el artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como el 14 Constitucional, al no respetar el debido proceso, en virtud de que resolvieron la reclamación sin haber otorgado a la accionante el periodo de prueba, ni el derecho de formular los alegatos correspondientes.
De lo anterior se advierte, que este asunto deriva de una resolución dictada con motivo del reclamo a la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas de San Luis Potosí por el supuesto daño patrimonial ocasionado a **********.

Por ende, el presente asunto encuadra en lo dispuesto en el artículo 152, fracción IV, del Código Procesal de la materia y fuero, el cual establece como requisito de procedencia, sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí. 

Así como los numerales 2° y 3° de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO. Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de los datos que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
I. Mediante auto de diecisiete de mayo de dos mil veintidós
, dictado en el juicio de origen, se tuvo por recibido el escrito firmado por **********, por el cual demandó de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas del Estado de San Luis Potosí y su Comisionado, el acto que hizo consistir en:

“El acuerdo administrativo de prescripción emitido por la Autoridad demandada en fecha 25 de Febrero de 2022 dentro del Expediente Interno **********”
Asimismo, toda vez que la parte actora fue omisa en exhibir la resolución impugnada, se le requirió para que dentro del término de cinco días, exhibiera dicho documento, apercibida que de no dar cumplimiento se le desecharía su demanda.
II. En acuerdo de trece de junio de dos mil veintidós,
 el órgano jurisdiccional de origen, tuvo a **********, dando contestación al requerimiento hecho el diecisiete de mayo del mismo año al exhibir la resolución impugnada y precisando lo siguiente:
“Atendiendo a lo anterior y de manera oportuna manifiesto a manera de aclaración que el acto impugnado en esta causa administrativa lo es la resolución de fecha 25 de Febrero de 2022, al caso emitida con motivo de la solicitud de reparación patrimonial que fuese enderezada en contra de la COMISIÓN EJECUTIVA ESTATAL DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ cuya constancia fuera ya exhibida adjunta al escrito inicial de demanda; y no un diverso acuerdo administrativo de prescripción, que si bien en un momento fue emitido este constituyó la materia del trámite y resolución del juicio administrativo **********/2019 del índice de la PRIMERA SALA UNITARIA de este TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA.”
Asimismo, se admitió a trámite la demanda de referencia y se ordenó emplazar a las autoridades demandadas para que produjeran su contestación.
III. En proveído de fecha doce de agosto de dos mil veintidós
, la A quo tuvo a ********** en su carácter de Comisionado Ejecutivo y titular de la Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Víctimas en el Estado de San Luis Potosí, por contestando la demanda en representación de las autoridades demandadas.

IV. El veintinueve de noviembre del año próximo pasado, se llevó a cabo la audiencia de ley que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se desahogaron las pruebas ofrecidas y admitidas por las partes y se citó
 para resolver el juicio contencioso administrativo **********/2022-2.

V. Mediante sentencia de uno de febrero de dos mil veintitrés, la Segunda Sala Unitaria, declaró la nulidad lisa y llana de la resolución de veinticinco de febrero de dos mil veintidós, en la cual se decretó improcedente la reclamación de responsabilidad patrimonial de la parte actora **********; toda vez que la A quo estableció que las autoridades demandadas contravinieron lo dispuesto por el artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como el 14 Constitucional, al no respetar el debido proceso, en virtud de que resolvieron la reclamación sin haber otorgado a la accionante el periodo de prueba, ni el derecho de formular los alegatos correspondientes.
La anterior determinación constituye la materia de impugnación. 

OCTAVO.- Estudio. Son inoperantes los agravios emitidos por la parte apelante; por ende, ineficaz para revocar o modificar el fallo impugnado.
Como ya se dijo en la sentencia de uno de febrero de dos mil veintitrés, dictada por la Segunda Sala Unitaria en los autos del expediente **********/2022-2, declaró la ilegalidad e invalidez de la resolución de veinticinco de febrero de dos mil veintidós, al determinar: 
Que el primer concepto de impugnación hecho valer por el demandante en el escrito de demanda, resulta ser fundado y suficiente para declarar la nulidad lisa y llana de la resolución impugnada.
Lo anterior, en virtud de que precisó que el artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, establece: (i) que una vez recibida la reclamación, el titular de la entidad involucrada emplazará al servidor público a quien se le atribuya la lesión, para el efecto de que en un plazo no mayor de cinco días hábiles de contestación y ofrezca las pruebas que a sus intereses convinieren; (ii) posteriormente se abrirá un periodo a prueba por un término de diez días hábiles, durante el cual se desahogarán las pruebas ofrecidas que así lo ameriten; (iii) concluido el periodo probatorio, el titular de la entidad pondrá el expediente a la vista de las partes por tres días hábiles para que formulen alegatos; y, (iv) vencido dicho plazo, el titular de la entidad emitirá resolución debidamente fundada y motivada, en un plazo no mayor de diez días hábiles. 

Que entonces, de un estudio que realizó a la resolución impugnada de veinticinco de febrero de dos mil veintidós, advirtió que la autoridad demandada resolvió la reclamación de responsabilidad patrimonial de la parte actora, sin haberle otorgado el periodo de prueba, ni el derecho de formular los alegatos correspondientes.
Motivo por lo que, la A quo concluyó, que la autoridad demandada contravino lo dispuesto por el artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con el artículo 14 Constitucional, al no respetar el debido proceso.
Y en consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracción II y IV, 251 y 252, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la Sala de Origen declaró la nulidad lisa y llana de la resolución de veinticinco de febrero de dos mil veintidós, para el efecto de que la autoridad demandada, realizara el procedimiento previsto por el citado artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y una vez agotado dicho procedimiento resolviera en definitiva el mismo.
Contra lo anteriormente decidido por la Resolutora de origen, la parte impugnante vertió los siguientes agravios:

· Se duele de que la Segunda Sala Unitaria, fue omisa de estudiar y analizar de manera amplia la contestación que realizó a los conceptos de impugnación, toda vez que señala, que ahí de manera fundada expresó porque la parte actora carece de legitimación activa para iniciar el procedimiento de responsabilidad patrimonial del Estado.
· Que la Sala de Origen, no entró al estudio de fondo del acuerdo administrativo emitido el veinticinco de febrero de dos mil veintidós dentro del expediento ********** y se limitó a señalar de manera ambigua, que la autoridad demandada actuó con una inusual oficiosidad y ligereza de análisis jurídico, que se atribuyó facultades jurisdiccionales propias de una juzgador del orden civil, al no tener por acreditado en forma legítima y efectiva el derecho de propiedad y/o posesión del bien inmueble de cuya desposesión se dolió la parte actora, lo cual considera erróneo, toda vez que señala que para acreditar la existencia de una responsabilidad del Estado, es necesario acreditar el daño que se causó al patrimonio de los particulares y establecer el nexo causal y, por ende, determinó que no procedía la continuación del procedimiento de responsabilidad.
· Por lo que insiste, que la parte interesada no logró acreditar de forma efectiva y legitima ser la titular del derecho sustantivo generador de la acción ejercida, para lo cual dice, tomó en consideración las constancias que fueron remitidas por la Comisión Estatal de Derechos Humanos; que para acreditar la actividad irregular, el daño y el nexo causal, puede considerar los elementos probatorios existentes en el procedimiento, con independencia de que su aportación provenga del sujeto obligado, de ahí que estimé, que el acuerdo de veinticinco de febrero de dos mil veintidós, no resulta violatorio del debido proceso.
· Refiere además, que la Sala Resolutora no llevó a cabo la valoración de las pruebas que ofreció en su contestación de demanda, no obstante que el artículo 249 del Código de la materia, establece que las sentencias que emitan las Salas deben contener el análisis de todas y cada una de las cuestiones planteadas así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido.
· Finalmente, la parte recurrente, expone de manera reiterativa que la Sala A quo debió estudiar el fondo del asunto y pronunciarse a su vez respecto los argumentos vertidos en su contestación de demanda, en el sentido de que resulta arbitrario el iniciar un procedimiento de responsabilidad patrimonial cuando no se cumple con los requisitos que prevé la Ley de la materia, aunado a que no se acredita la legitimación activa para ejercer la acción, la cual señala, debe ser analizada antes de efectúar cualquier acción, caso contrario amerita el desechamiento de la misma y que además, previamente se efectuó requerimiento a la interesada, en razón de que el daño, constituye un elemento que debe ser directo y real.

Ahora bien, como inicialmente se sostuvo, los reseñados argumentos de impugnación son inoperantes, en razón de las siguientes consideraciones.

Respecto a la falta de congruencia y exhaustividad alegada, cabe precisar que dichos principios se encuentran comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener:

I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido;

II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y

III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”

En ese aspecto, se advierte que el marco normativo establece que los fallos que emitan las Salas deben contener la fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, en concordancia con la demanda y con la contestación formuladas por las partes, apreciando las pruebas conducentes y resolviendo sin omitir nada, ni añadir cuestiones no hechas valer; es decir, sin introducir consideraciones ajenas a la litis; por otra, que no contengan resoluciones ni afirmaciones que se contradigan entre sí. El primer aspecto constituye la congruencia externa y el segundo la interna.
Por lo que se determina, que el agravio es inoperante, no obstante en la sentencia reclamada no se satisface de manera plena los principios de congruencia y exhaustividad comprendidos en el artículo 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en virtud, de que la Sala de Origen omitió pronunciarse respecto de los argumentos vertidos por la autoridad en su contestación de demanda, en el sentido de que la parte actora carece de legitimación y, por ende, no le fue posible continuar con la substanciación del procedimiento de responsabilidad patrimonial.
Empero, esta Alzada determina que no obstante es cierta tal circunstancia, la misma deviene inoperante, puesto que aun cuando la Segunda Sala Unitaria omitió pronunciarse al respecto, tal cuestión no es apta para resolver el asunto en forma favorable a los intereses del recurrente; se dice lo anterior, ya que en el oficio de contestación de demanda
, respecto a los conceptos de impugnación de la parte actora, la autoridad señaló lo siguiente:
“…
Sobre la omisión que se le atribuye a esta COMISIÓN Ejecutiva, de atender con estricto apego al principio de legalidad y debido proceso aquello que es impuesto por el artículo 23 de la Ley de Responsabilidad Patrimonial para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, es de referir que, si bien en el acuerdo administrativo emitido el 25 de febrero de 2022, en el punto primero se estableció “Con los antecedentes y consideraciones expuestas en el cuerpo del presente acuerdo administrativo, dígasele a ********** que no resulta procedente que esta Comisión Ejecutiva Estatal de Atención a Victimas inicie y/o trámite el procedimiento establecido en los artículos 23, 25, 26, 27 y correlativos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, al no lograr acreditar de forma efectiva y legitima, ser la persona titular del derecho sustantivo generador de la acción ejercida”, la actora no demuestra una limitación y privación absoluta de su derechos de defensa jurídica.

Lo anterior es así, en virtud que en fecha 27 de enero de 2022, este Organismos Ejecutivo Descentralizado, dictó acuerdo con el que se requirió a la actora, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 13 y 21 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, para que dentro del término de diez días hábiles, aportara la documentación completa y legible con la que acreditara en forma plena ser la titular del derecho sustantivo generador de la acción ejercitada, siendo importante que esta autoridad actuara de oficio, y una acción necesaria para poder establecer de manera fehaciente la legitimación activa con la que refería contar la actora.

Resultando aplicable en el caso que se atiende, en cuanto a su razonamiento substancial, la tesis aislada resulta por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, con número de registro 163322, que dice:
Registro digital: 163322

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Civil

Tesis: XV.4o.16 C

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXII, Diciembre de 2010, página 1777

Tipo: Aislada

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA. CONSTITUYE UNA CONDICIÓN DE LA ACCIÓN Y NO UN PRESUPUESTO PROCESAL.

Los presupuestos procesales son los requisitos sin los cuales no puede iniciarse ni tramitarse con eficacia jurídica un proceso. Por ello, se trata de cuestiones de orden público que deben ser analizadas incluso de oficio por el juzgador, antes de efectuar el estudio del fondo del asunto. Los presupuestos procesales deben distinguirse de las condiciones de la acción, ya que éstas son necesarias para que el actor obtenga una sentencia favorable. Entre los presupuestos procesales se encuentran la competencia, la procedencia de la vía, la personalidad y el litisconsorcio pasivo necesario. En cambio, entre las condiciones de la acción se encuentra la legitimación en la causa, que consiste en la calidad en virtud de la que una acción o derecho puede ser ejercido, por o contra una persona en nombre propio. Así, la legitimación en la causa puede ser vista desde dos ángulos: como la identidad de la persona del actor, con aquel a quien la ley concede la acción (legitimación activa), y como la identidad de la persona del demandado, con aquella contra la cual es concedida la acción (legitimación pasiva). La legitimación en la causa constituye una condición de la acción porque únicamente en el supuesto de que se acredite la legitimación del actor y del demandado, tiene posibilidad de éxito la demanda, pues si falta en una o en otra parte, la demanda tiene que ser desestimada.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO QUINTO CIRCUITO.

Amparo directo 514/2010. BBVA Bancomer, S.A., Institución de Banca Múltiple, Grupo Financiero, BBVA Bancomer; antes Bancomer, S.A., Institución de Banca Múltiple; antes Bancomer, S.N.C. 7 de octubre de 2010. Unanimidad de votos. Ponente: Rubén David Aguilar Santibáñez. Secretario: Luis Fernando Zúñiga Padilla.

En consecuencia, en fecha 17 de febrero de 2022, mediante escrito se obtuvo respuesta de la demandante, en la que refirió dar cumplimiento a la prevención referida, anexando al mismo copia certificad del similar del 7 de septiembre de 2015, en donde Juana Hernández Aguilar cedió los derechos y traspasó el negocio amparado por la licencia con número de registro ********** a favor de **********; además de agregar copia del instrumento notarial de la misma fecha 7 de septiembre de 2015, en la que el Notario Público número 17 de esta Ciudad Capital, dio fe de la cesión de derechos que se realizó en favor de la actora.

Obtenida la respuesta que se refiere en el párrafo que antecede, y al analizarla de manera conjunta, objetiva y legitima, con los documentos con los que cuenta la Comisión Ejecutiva, como lo son las copias certificadas de las documentales que sirvieron de base para la emisión de la recomendación CEDH 07/2018 y la resolución de no ejercicio de la acción penal de fecha 27 de febrero de 2019 dentro de la carpeta de investigación CDI/PGJE/ZC/SLP/2098/2016 tramitada por el delito de despojo y daño en las cosas en contra de la persona moral “parques American Industries S.A. de C.V.” en agravio de la actora, y determinación impugnada por el personal de esta Comisión Ejecutiva en audiencia de fecha 5 de agosto de 2019, confirmando el Juez de Control y de Tribunal de Juicio Oral la determinación emitida por la Agencia Fiscal correspondiente, llegando a la determinación que no se cuenta con información judicial o documentos oficiales que confirmen que efectiva y legítimamente a la demandante le corresponde la propiedad o posesión del terreno y/o restaurante “La Marquesa” con domicilio en Avenida Industrias Núm. 4800 de la Localidad La Noria de San José, San Luis Potosí, S.L.P., y/o carretera federal 57 esquina eje 136, en la Zona Industrial San Luis Potosí, S.L.P., como se explica en el acuerdo administrativo de fecha 25 de febrero del presente año.
Por lo antes señalado, resultaba ocioso iniciar el procedimiento de responsabilidad patrimonial como lo marcan los artículos 23, 25, 26, 27 y demás contemplados en la Ley de referencia, puesto que al carecer de legitimación activa la demandante, el reclamo a esta Comisión Ejecutiva es improcedente y así, innecesario continuar con el trámite del multicitado procedimiento.

…”
De lo transcrito, se desprende que dicha parte señaló que resultaba ocioso iniciar el procedimiento de responsabilidad patrimonial previsto por el artículo 23 de la Ley de la materia, en virtud de que estimó que la actora no acreditó la propiedad o posesión del terreno y/o restaurante **********.; puesto que, al carecer de legitimación activa la demandante, el reclamó a esa Comisión Ejecutiva resultaba improcedente y así, innecesario continuar con el trámite del procedimiento.
Sin embargo, las explicaciones que sustentan la determinación de la autoridad demandada no están encaminadas a sostener la actualización de un impedimento para emitir un pronunciamiento de fondo, sino que implican justamente el análisis del fondo.
Lo anterior, es así ya que, el artículo 27, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, dispone lo siguiente:
“ARTÍCULO 27. La responsabilidad patrimonial deberá probarla el reclamante que considere lesionados sus bienes, derechos o posesiones. Por su parte, la entidad deberá acreditar, la participación de terceros o del mismo reclamante en la producción de la lesión patrimonial irrogada al mismo y, en su caso, los supuestos de excepción que establece el artículo 6° de esta Ley
.

En los casos de que la lesión patrimonial derive de omisiones imputables a las autoridades, la carga de la prueba corresponderá a éstas.”
El precepto transcrito distribuye las cargas probatorias dentro del procedimiento indemnizatorio y establece que corresponde al reclamante demostrar la responsabilidad patrimonial del Estado que causó lesión en sus bienes, derechos o posesiones.
Por otra parte, dispone que en el Estado recae la obligación de acreditar que el daño no deriva de actividad administrativa irregular, ya sea porque es consecuencia de la acción de un tercero o del propio reclamante, o bien, que se generaron por caso fortuito o fuerza mayor, así como aquellos que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar, con los conocimientos científicos y recursos técnicos y materiales que sea accesibles a la entidad responsable.

De manera que, la redacción del artículo atiende a una lógica simple, consistente en que debe demostrarse primeramente que en los bienes, derechos o posesiones del particular se generó un daño como consecuencia de una actuación administrativa irregular y, sólo comprobado esto último, será posible analizar las causas eximentes de responsabilidad.
Entonces, los elementos que debe acreditar el reclamante, como son, la existencia del daño en sus bienes, derechos o posesiones y el nexo causal entre éste y la actividad del Estado, son elementos sustantivos que deben colmarse para que se dicte una resolución favorable; es decir, para que se reconozca el derecho a obtener a una indemnización, no para darle trámite a la solicitud respectiva.
Ilustra la anterior determinación, como criterio orientador la tesis I.1o.A.63 A (10a.), emitida por el Primer Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyos datos de localización, rubro y texto, son del tenor literal siguiente:
“RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA PROPIEDAD DEL BIEN RESPECTO DEL CUAL SE SOLICITA EL RESARCIMIENTO ECONÓMICO CON MOTIVO DE LA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR NO ES UN PRESUPUESTO PARA DAR TRÁMITE A LA RECLAMACIÓN RELATIVA, SINO UN ELEMENTO QUE DEBE ACREDITARSE PARA OBTENER RESOLUCIÓN FAVORABLE. En el artículo 22 de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del Estado se distribuyen las cargas probatorias dentro del procedimiento indemnizatorio y, al efecto, se prevé que corresponde al reclamante demostrar la responsabilidad del Estado que causó lesión en su patrimonio. Por otra parte, establece que en el Estado recae la obligación de acreditar que el daño no deriva de su actividad administrativa irregular, ya sea porque es consecuencia de la acción de un tercero o del propio reclamante, o bien, que se generó por caso fortuito o fuerza mayor, incluso porque se trata de un menoscabo que está jurídicamente obligado a soportar. La redacción del artículo atiende a una lógica simple, consistente en que debe demostrarse primeramente que en el patrimonio del particular se generó un daño como consecuencia de una actuación administrativa irregular, y sólo comprobado esto último será posible analizar las causas eximentes de responsabilidad. Entonces, los elementos que debe demostrar la parte reclamante, como son: la existencia del daño en su patrimonio y el nexo causal entre éste y la actividad del Estado, son elementos sustantivos que deben colmarse para que se dicte una resolución favorable, ya que aun cuando, en algunos casos, el tema relativo a la titularidad sobre un bien envuelve un aspecto de legitimación y, por ende, un presupuesto para dar trámite al procedimiento, en la hipótesis de que se trata ese tópico constituye un requisito para que se reconozca el derecho pretendido, toda vez que no se justificaría resarcir un daño que no recayó en el patrimonio de quien pretende la indemnización. PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

En efecto, si bien, en algunos casos, el tema relativo a la titularidad sobre un bien envuelve un aspecto de legitimación para dar trámite a algún procedimiento, en la especie, ese tópico constituye un requisito para que se reconozca el derecho pretendido, toda vez que no se justificaría indemnizar un daño que no recayó en el patrimonio de quien pretende el resarcimiento.
Ilustra el anterior razonamiento, por las razones que informa, la tesis 2a. X/2010 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, marzo de 2010, página 1047, que establece:

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL DERECHO SUBJETIVO NECESARIO PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO RELATIVO Y EL REQUERIDO PARA OBTENER UNA SENTENCIA FAVORABLE, TIENEN ALCANCES DIFERENTES. El artículo 8o., fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo condiciona la procedencia del juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa a que el demandante acredite su interés jurídico, en el que está inmersa la noción de un derecho subjetivo; mientras que los artículos 50, penúltimo párrafo, y 52, fracción V, de la misma Ley, establecen la obligación de que el Tribunal, antes de reducir el importe de una sanción, condenar a la autoridad a pagar una indemnización por los daños y perjuicios causados por los servidores públicos, u ordenar la restitución de un derecho subjetivo, constate la existencia de este último. Así, en las disposiciones aludidas se otorgan diferentes alcances a la expresión "derecho subjetivo", pues en el primer caso se le da una significación puramente procesal que atañe a la legitimación del actor para ejercer la acción y de no acreditarse se procederá al sobreseimiento en el juicio contencioso administrativo; en cambio, en el segundo supuesto se vincula al análisis de fondo de la pretensión del actor, porque el Tribunal, una vez que declara la nulidad, debe verificar que el actor cuenta con el derecho para que se le otorgue lo pedido en la instancia de origen, ordenando su restitución en la sentencia que dicte, pero si no se comprueba, genera que únicamente se declare la nulidad del acto o resolución reclamado ante los vicios advertidos, sin ordenar, por ejemplo, que se devuelva al actor un ingreso tributario o se le pague una pensión, dado que estos aspectos tendrán que examinarse por la autoridad administrativa si está obligada a dar una respuesta por virtud de la nulidad.”

De esta manera, es que los agravios en estudio devienen inoperantes, debido a que como lo estableció la A quo en su determinación, la resolución impugnada de veinticinco de febrero de dos mil veintidós es ilegal, debido a que la autoridad demandada emitió un pronunciamiento de fondo, previo a la substanciación del procedimiento que establece el artículo 23, de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
No sobra decir, que los agravios invariablemente deben estar dirigidos a descalificar y evidenciar la ilegalidad de la totalidad de las consideraciones en que se sustenta el fallo recurrido, lo que en el caso no sucedió, con los agravios expresados.
Resulta aplicable la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, febrero de 2011, página 607, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta de rubro siguiente: 
“AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. En la primera instancia de un juicio de naturaleza civil, en el que se ventilan exclusivamente intereses particulares, la litis consiste en determinar si es procedente y fundada la acción y, en consecuencia, si debe condenarse o absolverse al demandado, por lo que, en caso de que deba abordarse el fondo de la litis, basta para tener por planteada la causa de pedir de la actora si formula, por una parte, su pretensión jurídica, esto es, la consecuencia que pretende obtener con el juicio consistente en una declaración judicial respecto de la existencia o inexistencia de un derecho subjetivo y si, por otra, describe los hechos en que se basa para sostener tal pretensión. Asimismo, acorde con las garantías de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial contenidas en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de las que a su vez derivan el principio da mihi factum, dabo tibi ius y el principio dispositivo del procedimiento, el juez debe resolver el fondo cuando el actor produzca esos elementos de su causa de pedir, independientemente de que además formule una correcta argumentación jurídica que la sostenga. En cambio, en la segunda instancia derivada del recurso de apelación interpuesto contra la sentencia definitiva, la litis tiene una naturaleza distinta, pues consiste en determinar si la sentencia recurrida fue dictada o no con apego a derecho, de manera que la causa de pedir se integra con la pretensión del recurrente, consistente en la declaración judicial de la ilegalidad de la sentencia recurrida y, por ende, que se revoque, nulifique o modifique, así como con el hecho consistente en la emisión de la sentencia recurrida en determinado sentido, y la razón por la que se considera que dicha sentencia adolece de algún vicio de legalidad, ya sea in procedendo o in judicando. Ahora bien, considerando que la sentencia de primer grado tiene la presunción de haber sido emitida conforme a derecho, resulta esencial que el apelante combata dicha presunción mediante una correcta argumentación jurídica planteada en sus agravios, demostrando la ilegalidad cuya declaración pretende mediante su recurso para que el tribunal de alzada revoque, modifique o nulifique la sentencia apelada. En consecuencia, es materia de la litis en segunda instancia determinar si es o no correcta la argumentación jurídica del apelante, de modo que si los argumentos contenidos en los agravios no logran desvirtuar la legalidad de la sentencia apelada, el tribunal de alzada puede calificarlos de infundados o de inoperantes para sostener la resolución en la que confirme dicha sentencia acorde con los principios de justa composición de la litis y de administración de justicia imparcial.”

Por tanto, acorde a la calificación dada a los agravios de la autoridad demandada, aquí recurrente, mismos que resultaron ser inoperantes, lo que procede es confirmar en la materia de la apelación la sentencia definitiva de uno de febrero de dos mil veintitrés, de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2022-2, de su índice.
Habilitación de notificación de sentencia.

Por último, con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********, para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 152, 153 y 154 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se:

RESUELVE

ÚNICO. Se confirma la sentencia apelada de uno de febrero de dos mil veintitrés, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al resolver el juicio contencioso **********/2022/2, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el último considerando de esta resolución. 

Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal la parte actora ********** y por oficio a las autoridades demandadas; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. RÚBRICAS.
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Fojas 09-12 del Toca.





�Foja 37-38 del Toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


�“Artículo 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.





“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnad a, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.” 





�“Artículo 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate. 


[…]


Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados. […]”


� Fojas 63-65 del juicio de origen.





�“Artículo 153. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.


�Fojas 91-96 Juicio de origen.


� “Artículo 2º. Esta Ley tiene por objeto fijar las bases, límites y procedimientos para hacer determinar la responsabilidad patrimonial del estado y municipios de San Luis Potosí, así como reconocer el derecho a la indemnización de las personas que sufran una lesión en cualquiera de sus bienes, posesiones o derechos, como consecuencia de la actividad administrativa irregular del Estado.


Se considerará actividad administrativa irregular aquella que cause daño a los bienes y derechos de los particulares, que no tengan la obligación jurídica de soportar, en virtud de no existir fundamento legal alguno o causa jurídica de justificación, para legitimar el daño de que se trate.





Artículo 3º. Las disposiciones de ésta serán aplicables a la actividad administrativa irregular del estado que desarrollan los poderes del estado, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación estatal mayoritaria; tribunales administrativos; organismos públicos autónomos; municipios, sus dependencias, organismos descentralizados, fideicomisos públicos y empresas de participación mayoritaria municipal.


� Fojas 25-27 del expediente de origen.





� Foja 48-50 del juicio de origen.





� Fojas 63-65 del juicio de origen.





� Foja 90 del juicio de origen.





� Fijas 54 - 59 de los autos del juicio de origen.


� ARTÍCULO 6º. Se exceptúan de la obligación de indemnizar los daños ocasionados por fuerza mayor, los daños y perjuicios que no sean consecuencia de la actividad administrativa irregular, así como aquellos que se deriven de hechos o circunstancias que no se hubieran podido prever o evitar, con los conocimientos científicos y recursos técnicos y materiales que sea accesibles a la entidad responsable.


Los daños y perjuicios personales y materiales que constituyan la lesión patrimonial reclamada habrán de ser reales, cuantificables en dinero y directamente relacionados con una o varias personas.


� Registro digital: 2006319 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: I.1o.A.63 A (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 5, Abril de 2014, Tomo II, página 1622 Tipo: Aislada


� Registro digital: 165081 Instancia: Segunda Sala Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a. X/2010 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXI, Marzo de 2010, página 1047 Tipo: Aislada


�“Artículo 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”


“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”
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